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INTRODUCCIÓN 
 
El lavado de activos es uno de los problemas connotados de la actual sociedad actual, 

dado que causa graves daños a la economía y genera inestabilidad y alto riesgo a la 
institucionalidad y la convivencia democrática de las naciones. La dinámica de sus 
procesos, su naturaleza y características, son relevantes para la política criminal, el 
Derecho Penal y el Derecho Procesal penal, al punto de constituirse en uno de sus 
mayores desafíos ante la necesidad social de alcanzar eficacia en su combate. 

El contexto histórico en el que se presenta y desarrolla, está referido a la globalización 
mundial que se apoya, entre otros pilares, en las nuevas tecnologías informáticas y de la 
comunicación y en la denominada financiarización de la economía; y, conjuga sus procesos 
con el desarrollo de la criminalidad organizada y la transnacionalización de delitos que 
logran, sobre todo, generar escenarios paralelos de acumulación de riqueza a partir del 
acento y relevancia que se observa en los delitos de naturaleza económica que parecen 
constituir una especie típica de delito (o de sistema delictivo) capitalista de la época.  

En el mundo financiero internacional son conocidos los casos que involucran a 
bancos de la mayor importancia mundial en actos de lavado de activos. El mismo sistema 
convive con los denominados paraísos fiscales; y, las políticas de debida diligencia han 
debido incorporar reglas para el tratamiento especial o de vigilancia reforzada a quienes 
se identifican como PEP’s, que no son sino individuos relacionados con el poder y 
altamente expuestos a la posible influencia de los actores criminales. Y se suma la 
variedad de delitos económicos (fiscales; fraudes de subvenciones; los cometidos en el 
seno de instituciones bancarias, financieras y cambiarias; los vinculados al 
funcionamiento de empresas privadas de seguros; los ejecutados contra la regularidad del 
trabajo y la seguridad social; las quiebras, concursos y concordatos de tipo fraudulento; 
los balances falsos; la competencia desleal; los hechos punibles vinculados con el 
comercio exterior, los daños al eco-sistema, etc.). Esto, como una evidencia de la 
extensión, profundidad, complejidad y gravedad del flagelo. 

Este escenario, incluso, habría generado relaciones incestuosas entre el poder político 
y la criminalidad, como sostienen destacados investigadores e intelectuales del ámbito de 
las ciencias sociales y se va extendiendo, como objeto de investigación, en las 
preocupaciones de un importante segmento de cientistas sociales de Latinoamérica. En 
las investigaciones sobre los procesos que evidencia la criminalidad organizada en delitos 
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como los del narcotráfico y lavado de activos, se advierte que las organizaciones no 
constituyen una amenaza a la sociedad solo por los delitos que ejecutan sino porque 
desarrollan dinámicas de posicionamiento y control territorial que, a la par, promueven 
la consolidación de relaciones de todo orden. De modo que, de las concepciones que 
miraban a la delincuencia organizada como agente externo que altera las actuaciones 
estatales y sus lógicas democráticas, vamos pasando a aquellas que refieren una relación 
interna de las bandas criminales con las instituciones, las políticas, las normas jurídicas, 
los actores políticos y las decisiones, procurando alcanzar el máximo de ejercicio de 
poder que ha motivado que en ciertos países hasta empiece a debatirse si el lavado de 
activos es un delito económico o de naturaleza política.  

Podría decirse que la criminalidad organizada de la sociedad capitalista constituye un 
poder que ha pasado de solo actuar mediante intermediarios o lograr influenciar 
decisiones, a la estrategia de captar el poder. Amenaza a la misma configuración 
democrática del poder social; atañe a la posibilidad de la constitución, existencia y 
pervivencia o no de un Estado constitucional y de derechos, fundado en la capacidad 
democrática social para la sustentabilidad y sostenibilidad de la vida humana y para la 
toma de decisiones y la gestión de la convivencia colectiva. Esto también se expresa en 
las preocupaciones de los organismos internacionales que, en cierto sentido, también lo 
dejan entrever, especialmente, en las motivaciones de las Convenciones relacionadas con 
la lucha contra la criminalidad organizada y la corrupción. 

Pero las incidencias también son de repercusiones corrosivas en la economía. No es 
desconocido que la delincuencia organizada utiliza el dinero de origen ilícito para 
incursionar en actividades del ámbito productivo (sean éstas de naturaleza extractiva o 
de la manufactura o la industria), al tiempo que invierte en el sector terciario de la 
economía. La economía mundial se ha visto afectada notablemente no solo por las 
incidencias especulativas del dinero proveniente del lavado de activos sino por la 
presencia nociva en la capacidad competitiva de las empresas, en la configuración de 
varios componentes determinantes de la producción, empezando por la propia 
composición orgánica del capital. Para los lavadores de activos es más fácil o les resulta 
más ventajoso acceder a la adquisición de medios de producción debido, por ejemplo, a 
que no deben cubrir los costos del dinero que implica tener que acudir al crédito 
financiero para comprar inmuebles o maquinaria. 

Los intereses, los anclajes, las relaciones, las incidencias y más aspectos que se ponen 
en la breve relación anterior, no dejan duda de las connotaciones económicas, políticas 
y jurídicas del problema, que obligan a jerarquizar los intereses y admitir la prioridad de 
los sociales sobre los individuales y su necesidad de medidas urgentes de tutela a partir 
de lograr eficacia en la lucha anti-criminal. Este propósito, sin embargo, se enfrenta al 
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uso de medios sofisticados para ocultar rastros y al tipo de actores implicados, además 
de que existe la obvia necesidad de que no se confunda la eficacia en la lucha anti-criminal 
con violaciones a garantías procesales. 

La investigación penal, la judicialización de casos y la posibilidad de probarlos y 
sancionarlos, motivan divergencias entre quienes legitiman actuaciones notoriamente 
reñidas con derechos y garantías procesales, con quienes las reprochan en defensa de los 
derechos y garantías fundamentales. Por ello, el problema plantea entender con cierta 
precisión la variedad y dinámica de las conductas, para articular una proposición 
sistémica del ámbito procesal penal que procure, a la par, una actuación más eficaz en el 
combate, pero evite posibles sesgos y violaciones contra las garantías procesales 
constitucionales. Esto, obliga a un punto de partida con dos aristas: por un lado, el actual 
Derecho Procesal penal de nuestros Estados que carece aún de medios humanos y 
técnicos para satisfacer a plenitud la prueba de estos ilícitos; y por otro, la cuestión nos 
aboca a preservar la armonía entre las garantías procesales constitucionales que tutela el 
régimen jurídico de todo acusado y la carga de la prueba que le corresponde a la acusación 
y que, en estos delitos, evidencia inaccesibilidades o imposibilidades cuya consecuencia 
final es la impunidad de muchas conductas conocidas por el sistema penal de los países. 

Cualquier proposición para lograr un combate eficaz, como exigen algunos sectores 
sociales y del poder, debe alejarse de cualquier pretensión de legitimación de aflicción a 
los derechos fundamentales y a las garantías jurídicas constitucionales como el debido 
proceso, la presunción de inocencia o el derecho a la defensa, entre otras. La respuesta a 
la demanda de seguridad, conlleva tanto la necesidad de eficacia en la lucha contra este 
delito, cuanto la de preservar los derechos fundamentales y el mantenimiento de un 
régimen acorde con el Estado de Derecho. Una orientación en otro sentido contradice 
la concepción de que no es legítimo que el Estado use los mismos recursos, medios y 
conductas que se propone combatir. Las propuestas suponen la actuación legítima del 
Estado y de los demás actores de esa lucha. 

En la presente tesis, en función de las preocupaciones que quedan expuestas y que no 
se remiten a ningún régimen jurídico-positivo nacional en particular, se ha abordado, 
primero, aspectos relacionados con la configuración criminal del lavado de activos para 
mostrar algunas de sus aristas caracterizadoras, sobre todo para evidenciar sus relaciones, 
su complejidad, sus incidencias y, desde luego, los procesos y dinámicas que tiene y son 
las que se tienen en cuenta al momento de trasladarlo al ámbito jurídico, tanto en las 
Convenciones internacionales, algunas herramientas jurídicas derivadas, cuanto en la 
configuración del tipo penal. Alrededor de estos aspectos, y no siendo objeto de la 
investigación, se hacen solo algunas reflexiones y señalamientos sobre la normativa 
regional, la evolución que se advierte en el régimen jurídico, poniendo cierto énfasis en 
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tópicos como la naturaleza del tipo de lavado de activos como delito económico y, en 
tal sentido, el posicionamiento que asumimos frente al bien jurídico protegido que ha 
motivado candentes debates doctrinales. 

El Capítulo II se acerca al tratamiento del régimen de investigación y juzgamiento del 
delito de lavado de activos que estaría condicionado por las peculiaridades que esta clase 
de ilícito tiene. En tal sentido, primero, se intenta dejar expuestas las características del 
delito, propias de su naturaleza y dinámicas; y, segundo, las particularidades del contexto 
en el que se mueve, como sistema, a fin de advertir o avizorar las dificultades que se crean 
para el juzgamiento del mismo. En ese mismo contexto se abordan algunas 
consideraciones sobre los dos ámbitos que permiten lograr información sobre la 
existencia del delito y que permiten aportar prueba para su juzgamiento y sanción: 
primero, las actividades del ámbito administrativo relacionadas con las políticas de 
debida diligencia que involucran medidas de prevención y elaboración de reportes de 
operaciones inusuales, o sospechosas, el régimen de sujetos obligados que ha llegado 
hasta a comprometer actividades de secreto profesional y sus obligaciones de apoyo a la 
actividad probatoria, así como las relativas al control de éstos por determinadas 
autoridades públicas; y, segundo, se examina las denominadas técnicas especiales de 
investigación (interceptación de datos y comunicaciones, entregas vigiladas, operaciones 
encubiertas, exámenes especiales relacionados con auditorías financieras y forenses así 
como con pericias; el régimen del arrepentido así como la cooperación y la asistencia 
judicial internacional), las relacionadas con actividades de inteligencia; y, la investigación 
previa que se desarrolla como la fase inicial del procedimiento ordinario penal. Allí se 
exponen las fundamentales características de estas técnicas. 

El Capítulo III se adentra en el estudio de aspectos probatorios que implica el proceso 
penal para, primero, establecer las relaciones de posibilidad o limitación probatoria que 
existen en torno al delito de lavado de activos y, dada su naturaleza sustentada en la 
necesidad de ocultar y transformar los bienes de origen ilícito, determinar si es posible 
acceder a prueba directa para su juzgamiento y sanción. A partir de tales 
determinaciones, se pasa a considerar las relaciones entre prueba directa e indirecta, a 
analizar sus características; y, a partir de la primera, determinar, si la prueba indiciaria 
es o no prueba idónea para demostrar la existencia de los delitos y cumple con los 
estándares requeridos para demostrar el delito de lavado de activos y la responsabilidad 
penal en él. En torno a estos tópicos se trata el valor probatorio de la prueba indiciaria, 
su solidez y las exigencias de un plus de motivación que debe cumplir para satisfacer esos 
estándares. En este mismo capítulo se tratan temas de enorme trascendencia para la 
actividad probatoria de este delito, como los que refieren al objeto del delito, es decir los 
bienes y su cualidad de ilícitos; las implicaciones procesales y probatorias que derivan de 
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la nueva configuración del ilícito como delito autónomo, sobre todo, con respecto a la 
prueba del delito previo que se exigía cuando el lavado de activos se entendía como delito 
subyacente o derivado del narcotráfico; las exigencias probatorias en torno al elemento 
subjetivo del tipo penal, esto es el conocimiento del origen de los bienes ilícitos como 
manifestación del dolo (que admite, incluso, dolo eventual); y, se finaliza con la 
referencia al concurso de indicios que la doctrina y la jurisprudencia admiten como 
concluyentes para probar la existencia del delito, esto es, el incremento patrimonial 
injustificado, la inexistencia de actividad lícita que lo justifique y los vínculos de los 
sujetos activos con actividades ilícitas o personas relacionadas con estas actividades. Se 
finaliza aludiendo a los contraindicios y los indicios de mala justificación que están 
presentes en la actividad probatoria de la defensa del encausado. 

El último capítulo, el IV, trata los fundamentos constitucionales del derecho a la 
prueba y permite un examen que deja en evidencia la jerarquía e importancia del régimen 
jurídico del que goza el derecho, como parte de garantías relevantes como el debido 
proceso, la presunción de inocencia y el derecho a la defensa que, además, mantienen 
relación con una gama importante de otras garantías procesales que no pueden dejarse 
de apreciar en el análisis jurídico y consideraciones de las judicaturas y las partes 
procesales. Sobre cada una de esas garantías se realiza una incursión para mostrar sus 
nexos con el derecho probatorio y particularidades que ellas entrañan como en el caso 
del derecho a guardar silencio y a no auto incriminarse que marcan, incluso, instituciones 
procesales de importancia como la relativa a la carga de la prueba. Al mismo tiempo, se 
realizan algunas reflexiones sobre ciertas incidencias que tiene la tipificación del delito 
de lavado de activos en la lógica probatoria y en la misma carga de la prueba, como 
tensiones que se advierten en su juzgamiento. Aquí hay señalamientos que pudieran 
motivar significativos desencuentros con otras perspectivas de análisis. Solo cabe 
mencionar que tales asertos corresponden al interés de aportar al debate y desplegar otras 
opciones de apreciación de las implicaciones que, un delito de la complejidad y gravedad 
como el que está involucrado en la investigación, genera en la actividad procesal penal. 
De todos modos, se permite mencionar que, en esa actitud de cierto atrevimiento, se 
parte de la necesidad de apreciar con menos prejuicios la actuación procesal y de 
comprender que la defensa de organizaciones criminales no es igual ni lo mismo que la 
defensa del ciudadano indefenso frente al poder. En el primer caso se está ante la 
confrontación de intereses de la sociedad frente a actores que afligen de manera grave la 
convivencia social al punto que afligen hasta las reglas democráticas de la vida 
institucional. 

En la investigación se ha necesitado acudir a la jurisprudencia y a estudiosos españoles 
y latinoamericanos y se ha contado con las limitadas fuentes bibliográficas nacionales y 
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la limitada jurisprudencia ecuatoriana que, en sus pronunciamientos, acude precisamente 
a la jurisprudencia y doctrina del mismo origen, cuidando de aludir a los aspectos 
doctrinales de fondo o que refieran a aspectos generales del problema estudiado. 
  



 
586 

 
 
 

CONCLUSIONES  

Existe relación entre delito, derecho probatorio y actividad probatoria que determina 
una dinámica probatoria ligada, sobre todo, al tipo de delito y a los elementos que lo 
configuran. En función de esto se modifican las tensiones con las garantías procesales, 
especialmente con el debido proceso, la presunción de inocencia y la carga de la prueba 
porque no funcionan del mismo modo en la prueba de toda clase de delitos, como se 
advertirá en las siguientes conclusiones:  

- PRIMERA: El carácter del delito de lavado de activos y sus peculiaridades 
(transnacionalidad, delincuencia organizada, utilización de recursos tecnológicos de 
punta, profesionalización, etc.) tienen incidencia en el ámbito probatorio, porque 
generan una dinámica diferente y los encausados no tienen las mismas desigualdades que 
se advierten en otros delitos. Incluso, las desventajas pueden afectar a la acusación, 
especialmente al momento de investigar y encontrar prueba (contar con las evidencias 
del origen de los activos que, en realidad, implica satisfacer requerimientos imposibles o 
de alta dificultad) puesto que es delito en el cual la conducta se orienta, como elemento 
constitutivo natural del acto delictivo, a eliminar todo rastro, vestigio o huella. Esta 
circunstancia vuelve indispensable a la prueba indiciaria para su demostración y 
juzgamiento; y, por lo mismo, obliga a mayores exigencias. 

- SEGUNDA: El combate al delito de lavado de activos ha tenido una significativa 
evolución. Inició como delito derivado y conexo con el narcotráfico y pasó a ser 
derivado de delitos graves (delitos precedentes) para configurarse como delito que admite 
el origen ilícito de los bienes, de la actividad criminal. Eso ha llevado a la configuración de 
su autonomía; ha cambiado la relación específica y causal (determinada) del inicio, a una 
indeterminada (que supone no un delito sino cualquier actividad ilícita). Por lo mismo, el 
origen ilícito de los bienes es una cualidad susceptible de ser valorada por el juzgador e 
inferida de varias circunstancias. La prueba del delito de lavado de activos, por ello, 
requiere una pluralidad de indicios (concurso de indicios) relacionados con la existencia 
de patrimonio injustificado o cuyo aumento sea injustificado o inexplicable; la 
inexistencia de actividades lícitas que permitan demostrar la existencia del patrimonio y 
su incremento; y, relaciones con actividades ilícitas o personas vinculadas a actividades 
ilícitas. 

- TERCERA: En estricto sentido, se ha modificado la dinámica probatoria puesto que 
se puede probar que los bienes carecen de licitud (significa que la ilicitud -que la mayoría 
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de ocasiones no es posible probar si requiere probar el nexo con un delito específico- se 
infiere de la inexistencia de su licitud -que si es posible probar a partir de demostrar que 
no hay justificación, o no existen los medios posibles para obtener los activos, o no es 
posible determinar su historial). La licitud de los bienes permite determinar la historia 
de los activos; lo contrario, es evidencia de ocultamiento, interés en impedir el 
conocimiento de su origen, es presunción de ilicitud. De ahí que, lege ferenda, en la 
necesidad de avanzar en el régimen jurídico, se hace necesario incorporar como 
presunción de ilicitud la imposibilidad de determinar el origen lícito o el historial lícito 
de los activos. 

- CUARTA: En el juzgamiento del lavado de activos se advierten dos tendencias: una, 
que pone acento en las garantías procesales; y, otra, que aboga por la necesidad de eficacia 
penal. Sin embargo, no son aspectos contradictorios del proceso penal porque la eficacia 
no requiere violar ni reducir las garantías. Empero, es indispensable tener en cuenta que, 
al amparo de la presunción de inocencia, exigir prueba imposible de obtener (por 
ejemplo, probar el nexo de los bienes con un delito determinado) solo abona a la 
impunidad del delito. En los casos que, consecuente con la evolución de la realidad y la 
experiencia internacional, la legislación ha asumido los cambios (esto es, ha reconocido 
el carácter autónomo del delito; ha modificado el tipo a la relación de los bienes con la 
actividad criminal -de modo indeterminado-; y, ha concretado el conocimiento de ese 
vínculo, incluso en el nivel del profano), las posibilidades de tensiones son bajas ya que 
los indicios de los que se vale la actividad probatoria fiscal no afligen las garantías del 
debido proceso, dadas las mayores exigencias de los estándares que debe cumplir. Las 
tensiones pueden resultar más de la indebida regulación o de la ilegal actuación 
investigativa o en el uso de las técnicas especiales de investigación. 

- QUINTA: Las técnicas especiales de investigación son técnicas de carácter excepcional 
(para casos justificados), de intervención especializada (no actúa cualquier sujeto); planificada, 
autorizada, y controlada (requiere un plan aprobado, autorización fiscal o judicial -según se 
determine-); de aplicación limitada, voluntaria, secreta y, algo relevante, debe con oportunidad 
que requieren ser cuidadosamente ejecutadas para no afectar derechos y garantías 
procesales, por ello exigen autorización y control judicial. Su régimen de aplicación o 
utilización es especial y sus limitaciones nacen del respeto a los derechos fundamentales 
de las personas. La experiencia de su utilización muestra que son de alta utilidad para 
obtener o constituir los datos de prueba. Pero exigen alta especialización porque hay 
necesidad de conocer y dominar los procesos del lavado de activos, de modo que su 
investigación permita sustentar, con niveles de certidumbre y rigor científico, tanto la 
existencia del delito y a la identificación de sus autores, cuanto el estudio de las técnicas 
de la acción delictiva; observar el orden normativo en todos los procedimientos, así 
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como aspectos que aluden a la contextualización de los sucesos y comportamientos a fin 
de descartar confusiones o juicios de valor. De ello es posible advertir la necesidad de la 
especialización de agentes investigadores, peritos, fiscales, defensores privados o públicos 
y jueces. 

- SEXTA: Las interceptaciones telefónicas, de comunicaciones o de datos, la entrega 
vigilada, el agente encubierto o las operaciones encubiertas, la cooperación eficaz, las 
recompensas, la cooperación internacional, entre otras, han sido técnicas utilizadas que 
han mostrado algunas bondades en la lucha contra el lavado de activos; sobre todo, han 
permitido recolectar pruebas sobre el movimiento de activos (entre entidades financieras 
o compañías y países) y contra quienes manejan los activos (abogados, contadores, 
administradores, banqueros, etc.); se ha identificado individuos y empresas que 
participan en las actividades delictivas y su modus operandi; cooperantes; las estructuras; 
sus relaciones; las rutas que se utilizan, campos de operación; las actividades ilegales que 
generan los activos. En Ecuador, han sido utilizadas en casos como PRADA, FIFA Gate, 
CAPAYA, PETROECUADOR y ODEBRETCH-GLAS. 

- SÉPTIMA: Las técnicas especiales de investigación están incorporadas al régimen penal 
ecuatoriano luego de su admisión parcial y limitada por la duda de su conveniencia y 
eficacia. El COIP las divide en actuaciones y técnicas, determinación normativa que es 
cuestionada por algunos expertos. Sobre esta particularidad, lamentablemente, en las 
actas de la Asamblea Nacional no existe un registro que permita comprender su 
fundamento. Ello ha determinado que, por ejemplo, la interceptación de 
comunicaciones y grabaciones no conste como técnica sino como actuación especial. 
Ello implica que estas operaciones de investigación quedarían fuera de la protección de 
reserva debido a la división cuestionada y se afectaría gravemente su eficacia e idoneidad. 
Sin embargo, el art. 584 del COIP tendría una posibilidad de cobertura ya que dispone, 
en general, que las “actuaciones de la Fiscalía, de la o el juzgador, del personal del Sistema 
especializado integral de investigación, medicina legal y ciencias forenses, la Policía 
Nacional, y de otras instituciones que intervienen en la investigación previa”, se 
mantendrán en reserva. 

- OCTAVA: La lucha contra el lavado de activos requiere realizar complejos procesos 
como el monitoreo que requiere, el levantamiento de información financiera y elaboración 
de perfiles transaccionales que permiten identificar movimientos económico-financieros 
de los sujetos y conocer si se ajustan a los comportamientos esperados o proyectados, o 
si se alejan de ellos y detectar operaciones inusuales o sospechosas. La información 
derivada del monitoreo (a mantenerse al menos por 10 años), sirve para fines 
investigativos y determinar el destino de los valores e, inclusive, identificar los 
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beneficiarios finales de la transacción. Sin embargo de la importancia de estas actividades, 
en Ecuador se ha detectado que en la mayoría de los casos las IFIs, al detectar que una o 
varias operaciones no se ajustan a los perfiles, después de generar el reporte 
correspondiente, proceden a concluir la relación comercial con el cliente y provocan un 
bloqueo a la investigación e impide identificar los beneficiarios finales de las 
transacciones. Esto muestra la necesidad de aclarar y regular aún mejor el rol de los 
sujetos obligados. En varios casos y especialmente en el caso del sistema financiero debe 
ampliarse su obligación a la provisión de documentación apta para la prueba. 

- NOVENA: La auditoría forense y las investigaciones patrimoniales son de las más 
importantes fuentes de prueba del lavado de activos. Permiten “seguir el dinero”. La 
eficacia probatoria de las primeras refiere a pericias que determinan la originalidad de los 
instrumentos e identifican, establecen o evidencian las relaciones entre los actos 
entrelazados en la actividad de ocultamiento, tenencia, transformación, etc. de los bienes 
de origen ilícito. Las investigaciones patrimoniales permiten averiguar y localizar bienes 
y derechos que ostentan las organizaciones criminales; descubrir el origen y proceso de 
conversión utilizado para lograr la apariencia de licitud de los activos; y, parten de la 
identificación de los bienes, utilizando fuentes de información para rastrearlos; en un 
segundo momento permiten su aseguramiento con medidas cautelares reales, 
incautaciones, medidas de protección; y, permiten ejecutar patrimonialmente los bienes 
que cayeron en comiso y también aquellos retenidos y no decomisados.  

Las auditorías financieras también tienen importancia para la defensa de los encausados, 
ya que permiten rebatir los contenidos y conclusiones de los informes periciales 
apoyados en contraindicios o en consistentes criterios científicos o técnicos que permitan 
poner en duda las posiciones periciales de cargo. 

- DÉCIMA: La prueba indiciaria es prueba idónea que se utiliza para probar el lavado 
de activos; sobre todo, es un método probatorio. La doctrina estima que la decisión 
judicial fundada en la prueba indiciaria requiere garantías mayores a las exigidas en los 
casos que tienen prueba directa; es un plus de motivación que la torna más rigurosa que la 
directa; su eficacia no corresponde a la “agudeza” inferencial del juzgador sino a la 
objetividad y consistencia de las relaciones existentes entre los hechos indicadores que se 
desprenden de la prueba y, por lo mismo, la convierte en prueba más sólida. Su régimen 
de valoración es de mayor profundidad e intensidad. La prueba indiciaria para cumplir 
con el estándar de superar toda duda razonable, se sustenta, primero, en un examen de 

credibilidad que está referido a la validez que, a su vez, implica la solidez derivada de su 
coherencia interna para proveer datos y determinar la existencia del hecho ilícito que se 
expresa en la motivación de la decisión (exigencia impuesta al juez y constituye garantía 
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en favor del encausado); segundo, a su consistencia, ante la posibilidad de contraindicios 
que resquebrajen o diluyan la idoneidad probatoria de los indicios; tercero, a la concurrencia 
de varios indicios y las exigencias que se deriva a fin de que esa variedad no sea asumida 
de cualquier modo ni afecte la actividad probatoria; y, finalmente, al cumplimiento de 
exigencias legales. 

- DÉCIMO PRIMERA: La calidad de la prueba tiene enorme relevancia procesal porque 
se vuelve imposible que la judicatura funde una decisión sobre prueba afectada en su 
validez sin incurrir en violación al debido proceso. Por eso, tal calidad no se limita a su 
eficacia demostrativa o persuasiva sino que se amplía a su licitud o inmaculación; y, toda 
prueba ilegal es ineficaz y está sujeta a la cláusula o regla de exclusión. El Estado no puede 
ni debe obtener la sanción de quienes delinquen, haciendo uso de los mismos medios que 
ellos utilizan. Por eso se estima que la prueba ilícita en realidad es un antivalor. La 
ineficacia y nulidad de la prueba ilícita también obliga a la necesidad de asegurar la 
idoneidad del proceso. Sin embargo, la prueba del lavado de activos tiene altas 
posibilidades de ser obtenida legalmente a partir de las averiguaciones, reportes o 
certificaciones de instituciones y centros de información de organismos y dependencias 
públicas o instituciones privadas. 

- DÉCIMO SEGUNDA: En el combate al lavado de activos si bien hay posibilidades de 
obtención legal de la prueba, existen limitaciones de diversa naturaleza (material, intelectiva, 
institucionales, prácticas o conductuales y tecnológicas) para obtenerla; las más relevantes refieren a 
los paraísos fiscales y al secreto o sigilo bancario que constituyen cercos que vuelven 
inaccesible la información financiera requerida. El sigilo bancario entra en tensión con 
las necesidades de la investigación porque es un derecho fundamental ligado al secreto 
profesional que tiene la institución financiera, al derecho a la intimidad (pertenece al 
ámbito de privacidad de los individuos) y es correspondiente al respeto del orden público 
económico y parte de la seguridad jurídica y la confianza financiera. Por lo mismo, el 
acceso a la información en estas instituciones, tiene serias limitaciones al momento de 
alcanzar la autorización judicial para el levantamiento del sigilo y la aplicación de las 
técnicas especiales en función del análisis de registros bancarios que son de enorme 
incidencia en la prueba del delito de lavado de activos. En función de lo mencionado, es 
evidente que los paraísos fiscales y el sigilo bancario, son contrarios al interés probatorio 
del Estado y no cumplen su rol garantista puesto que se convierten en escudo favorable 
a la impunidad, restringiendo la libertad probatoria de la acusación y creando 
desigualdad procesal en su contra. De ello, lege ferenda, se debe propiciar normativa que 
anule los efectos impeditivos y obstructivos para las actividades investigativas o 
procesales. 
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- DÉCIMO TERCERA: La lucha contra el lavado de activos debe ser dotada de 
elementos que permitan eficacia, y es indispensable que se incorpore al régimen la 
exigencia de que quienes tengan dinero en el exterior lo declaren y transparenten su 
patrimonio para fines de tributación dentro o fuera del país. También debiera 
determinarse la necesidad de autorizar levantar la reserva bancaria para permitir 
establecer su real dimensión y origen; además de prohibir poner los activos a nombre de 
terceros o bajo cifrados o mantener reserva para el caso de investigaciones pre procesales. 
Tales conductas obstructivas deberían ser ilegitimadas.  

Todos los bienes no declarados y ubicados dentro o fuera del país, en vida o después 
de la muerte del titular, deberían serán objeto de extinción del derecho de dominio; y, 
se podría optar por la regulación de la obligación de los titulares de los patrimonios 
sospechosos o injustificados, de determinar su origen lícito vía proceso civil a efectos de 
que en caso de no justificarlo, tal circunstancia sea considerada como prueba de la ilicitud 
en el proceso penal. 

- DÉCIMO CUARTA: La carga de la prueba en materia penal es una garantía 
determinada por la presunción de inocencia y no puede ser invertida. En materia de 
lavado de activos, lege ferenda, debería propiciarse la exigencia de permitir el acceso al 
conocimiento del historial del patrimonio. Todo acto de ocultamiento de información 
sobre los activos en el exterior o en el país debería ser considerado como ocultamiento 
doloso con calidad de presunción de derecho, sin posibilidad de prueba en contrario; 
estas medidas deberían adoptarse a efectos de que no exista más opción que declarar la 
existencia de los activos o exponerse a su pérdida o extinción del derecho de dominio de 
los que no se hubieren declarado. Medidas de esta índole serían las que permitirían actuar 
con mayor eficacia en la creación de escenarios preventivos eficaces que restrinjan la 
posibilidad de ejecución del delito de lavado de activos. También debería determinarse 
la imprescriptibilidad del comiso de activos. 

- DÉCIMO QUINTA: Una condición de la eficacia de la prueba indiciaria es que debe 
estar liberada de contraindicios. De ello se desprende que es indispensable la actuación 
probatoria de la defensa, presentándolos para afectar esa eficacia. En este orden de la 
reflexión, si bien el derecho al silencio no es incriminante y obliga a la carga de la prueba 
que debe librar la acusación, debe considerarse que no es igual guardar silencio ante la 
inexistencia de prueba que, ante la existencia de prueba incriminante. En este segundo 
caso, el encausado y su defensa se encuentran ante la necesidad de desvanecer las 
imputaciones que se desprenden de la prueba aportada por la acusación, opción que 
opera si la defensa aporta contraindicios. 
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- DÉCIMO SEXTA: En los casos de lavado de activos, las partes procesales tienen una 
relación inversa en la accesibilidad a los medios de la prueba y el encausado lleva una 
significativa ventaja porque tiene la total posibilidad de identificar los bienes y conocer 
su origen, al menos en relación a los sujetos y al último acto por el cual el activo llegó a 
su posesión o tenencia. Si no existe motivo ilícito que impida poner en evidencia esa 
relación fáctica, tampoco cabe razón para omitirla o esconderla en el proceso, cuando de 
eso depende su posibilidad de confirmar su presunción de inocencia. Esto pone en 
evidencia que el encausado no debería, por su propio interés, impedir el acceso al 
conocimiento del origen de los bienes o a la historia documental; a fin de cuentas, a él le 
interesa probar la licitud de los bienes. Lo contrario, esto es, impedirle que lo haga, sería 
la verdadera aflicción. Que el encausado no demuestre el origen lícito de los bienes es 
resultado de la carencia de la posibilidad de hacerlo; observa inacción probatoria quien 
no tiene el recurso para probar algo; peor aún si la posibilidad de la prueba está, 
precisamente, con toda su extensión, en sus manos. Quien no aporta prueba sobre el 
origen lícito, apoya la presunción de que los bienes no lo tienen. Por lo mismo, en los 
casos de omisión probatoria y silencio del encausado sobre la prueba de cargo, o en 
aquellos en que los contraindicios resultan inverosímiles, incoherentes, falsos o carentes 
de lógica o son indicios de mala justificación, cabe considerarlos como elementos de 
valoración que refuerzan la prueba de la acusación. 

- DÉCIMO SÉPTIMA: La necesidad de contradecir la prueba de cargo y evitar el 
silencio del acusado, o la falta de explicación, no constituye inversión de la carga de la 
prueba sino admitir la posibilidad de la carga dinámica de la prueba que no pretende 
reducir ni afectar la presunción de inocencia sino igualar las condiciones procesales de 
las partes en aquellas circunstancias en las que las que una de ellas tiene la ventaja de 
aportarla y debe asumirla al fin de atender los fines del conocimiento involucrados en el 
proceso. Se considera la necesidad de que quien esté mejores condiciones de aportar una prueba, debe 
hacerlo, así en principio ello no le corresponda. Y, es evidente que la posibilidad de 
demostrar el origen lícito de los bienes está en manos de quien los adquiere, por ello, 
tiene posición privilegiada para la aportar la prueba, porque conoce y puede probar 
cómo los adquirió, quién le proveyó, con qué medios o recursos los obtuvo, a través de 
qué actos jurídicos, etc. 

Cuando es posible o notorio que el encausado puede aclarar o contradecir aspectos 
relacionados con las imputaciones y desvanecerlas, porque son de fácil esclarecimiento 
o son fácilmente demostrables (cuestión que de ningún modo implica inversión de la 
carga de la prueba, puesto que no supone exigencia de prueba de inocencia), no hacerlo, 
motiva la seria hipótesis en la convicción judicial de que el encausado no puede, no por 
impedimento real sino porque los indicios de incriminación son incuestionables o 
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irrefutables; que se carece de la posibilidad de atacarlos porque no se puede o no se tiene 
opción para desvanecerlos y, por lo mismo, se consolida la presunción. 

- DÉCIMO OCTAVA: Cabe admitir que quien posee los bienes, si son de fuente lícita 
debería consentir en la accesibilidad al historial de los mismo. Quién no tiene qué ocultar 
no debería impedirlo (so pena de derivar en presunción de ilicitud). Tal posibilidad ni es 
autoincriminación (no está admitiendo ni auto inculpándose); ni violación a la 
presunción de inocencia (entregar información no es exigirle prueba de inocencia sino 
determinar acceso a la información que está en condiciones de proveer). Entregarla 
supone no tener ninguna duda de su origen lícito; y por lo mismo, es, a la inversa, 
liberatorio de responsabilidad. Desde luego que esta posibilidad de actuación procesal no 
es ni ilimitada ni desregulada (solo opera en condiciones en que se ha probado la 
existencia de los bienes; que el sujeto es el que ejerce la condición de tenedor o poseedor 
o propietario u otra condición jurídica que evidencie vinculación y condición que le 
ubica en posibilidad cierta de aportar la información; que no hay otra posibilidad de 
conocimiento del historial de los bienes). Por lo demás, es violación al derecho a la 
defensa el no poder contar con el mismo derecho a acceder a los medios probatorios que 
tienen las demás partes procesales. 
 

- DÉCIMO NOVENA: El régimen del derecho probatorio en los delitos de lavado de 
activos puede provocar tensiones con el secreto profesional de los abogados y afectar al 
derecho de defensa puesto que hay exigencias en el orden jurídico (como en el caso de 
los reportes de operaciones sospechosas que corresponde a los sujetos obligados) que 
obligarían a entregar información que posee el profesional. Sin embargo, cabe 
determinar al menos dos posibilidades de la actuación profesional que, diferenciadas, 
muestran la impertinencia de pretender que deba informar sobre lo que es materia de su 
conocimiento respecto de casos relacionados con lavado de activos: la una refiere a la 
actividad de asesoría para, por ejemplo, crear empresas fantasmas o cambiar el estado de 
los bienes; la otra, corresponde a la actuación en la defensa intra-procesal en función del 
derecho al debido proceso, la presunción de inocencia y el derecho a la defensa y a la 
prueba. En la lógica del derecho a la defensa en el proceso, está que no se ha de limitarlo 
aflictivamente ni por vía de la restricción normativa, peor por vía de la condicionalidad 
fáctica. Poner al abogado del encausado ante el dilema de ejercer la defensa procesal y 
preservar el debido secreto profesional, amenaza no solo contra el derecho del imputado 
sino contra el del mismo profesional; en el primer caso porque destruye la confianza; y, 
en el segundo, porque lo amenaza drásticamente de ser acusado por lavado de activos.  

De otro modo, la pretensión de prueba que viola el secreto profesional es, sin duda, 
prueba prohibida y, por lo mismo, ineficaz. De modo que, transgredir la garantía del 
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secreto profesional en la defensa procesal para obtener lo que no tendrá ninguna 
posibilidad de admisión y valoración, constituye una inútil pretensión. 
 
- VIGÉSIMA: Finalmente, no es una cuestión caprichosa exigir que las determinaciones 
de exclusión o no consideración de la prueba para su valoración, deban ser motivadas. 
Es, al revés, constituye parte del derecho al debido proceso, al derecho de defensa y a la 
prueba puesto que la que ha sido admitida e introducida al proceso, debe ser valorada y, 
por lo mismo, solo admite una exclusión en su valoración del mismo modo que debe 
ocurrir cuando se la inadmite. Y, si para la inadmisión, la judicatura debe motivar su 
decisión, con mucha mayor razón ha de hacerlo con prueba que obra procesalmente y 
se pretende no considerarla en la valoración. Existe la tradición de sostener que el juez 
ha de satisfacer la razonabilidad de la sentencia apoyado en la prueba pertinente para su 
decisión, esa misma cuestión es la que pone en duda si los sesgos en que se incurre e 
invisibilizan otra prueba, no son, precisamente, los que violentan ya no solo el derecho 
a la defensa o a la prueba o al debido proceso, sino la misma presunción de inocencia. 
De ello, lo consecuente con todo lo que se ha señalado anteriormente, es que el juez, 
sobre todo en los casos de sentencias condenatorias, deje debidamente motivada su 
decisión de excluir, sobre todo, prueba de la parte encausada. 

 

 

A MODO DE CIERRE: Lo que se ha abordado en la presente tesis ha pretendido 
mostrar algunos aspectos relacionados con las dificultades que presenta la actividad 
probatoria en el juzgamiento de uno de los delitos de mayor incidencia en la vida 
internacional. Es probable que más que una adecuada reflexión o proposiciones de 
solución a los problemas que ya se tienen, se haya conseguido presentar otras aristas que 
podrían ser tenidas en cuenta para la continuación de la investigación y el trato procesal 
de los problemas. Simplemente aspiro que, en el interés de aportar, no haya cometido 
algún desafuero. 

Y, con motivo de este cierre, vuelvo a reiterar mi gratitud a la Universidad de 
Salamanca, a la Universidad Central del Ecuador y a mi Director, el Doctor Nicolás 
Rodríguez García, a quien debo su desinteresada y sustancial contribución a mi trabajo. 
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	 En relación a la corrupción, existen normas como el Convenio de lucha contra la corrupción de agentes públicos extranjeros en las transacciones comerciales internacionales; y, el Convenio civil contra la corrupción y el Convenio penal contra la corr...
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	 El diseño y aplicación de un sistema veraz y oportuno de información de operaciones inusuales y sospechosas, mediante la utilización de herramientas tecnológicas de punta, aptas para registrar la complejidad actual de las operaciones financieras;
	 La ejecución de programas y actividades de capacitación que permita a servidores públicos y privados acceder al conocimiento y desarrollo de habilidades para aplicar las medidas de prevención o de sistematización de información, con acento en los su...
	 La implantación de regímenes de sanciones administrativas y penales que permitan tener un escenario disuasivo sobre el incumplimiento de las reglas de prevención cuanto sobre la posibilidad de la ejecución del delito.
	 La Convención de extradición de Montevideo, de 1933;
	 La Convención Interamericana sobre cumplimiento de medidas cautelares, de 8 de mayo de 1979;
	 La Convención Interamericana Sobre Recepción de Pruebas en el extranjero, de 1975;
	 La Convención Interamericana sobre prueba e información acerca del derecho extranjero, de 1979;
	 La Convención Interamericana sobre extradición, de 25 de febrero de 1981;
	 La Declaración de Ixtapa, de 1990;
	 La Convención Interamericana sobre asistencia mutua en materia penal, de 1992;
	 El Protocolo Facultativo, de 11 de junio de 1993 de la Convención Interamericana sobre asistencia mutua en materia penal;
	 La Convención Interamericana para el cumplimiento de condenas penales en el extranjero, de 1993;
	 La Convención Interamericana contra la corrupción, de 29 de junio de 1996;
	 Convención Interamericana contra la fabricación y el tráfico Ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados, de 14 de noviembre de 1997;
	 La Convención Interamericana contra el terrorismo, de 2002.
	 A estas normas convencionales hay que agregar otros instrumentos internacionales que tienen significativa relevancia. Entre ellas están:
	 El Protocolo adicional a la Convención Interamericana sobre prueba (1975), de 1984;
	 El Protocolo facultativo relativo a la Convención Interamericana Sobre Asistencia Mutua en Materia Penal, de 1993;
	 La Declaración de Buenos Aires sobre Lavado de Activos, de la Conferencia Ministerial sobre el Lavado del Producto e Instrumentos del Delito, de 1995;
	 La Declaración la de Santiago, de 1998 (que creó la OEA-CICAD);
	 La Declaración del GAFISUD de 2000;
	 La Declaración de Québec en el 2001;
	 La Declaración sobre Seguridad en las Américas, de 2003136F ;
	 La Declaración de FELABAN 2009; y,
	 Los Principios Recomendados para la Coordinación e Integración del Grupo de Trabajo UIF/OIC y para el uso y protección de información obtenida de las UIF (OEA CICAD), de 2012.
	a.- Inicio de la legislación, orientada por las estrategias de los organismos internacionales, especialmente en torno al delito de narcotráfico y ligado a las primeras apreciaciones sobre delincuencia organizada y el carácter transnacional del delito;
	b.- Configuración de un sistema de legislación, momento en el cual se aprecian otras relaciones del delito de narcotráfico y lavado de activos con los delitos perpetrados por la delincuencia organizada a nivel internacional, de modo especial con el te...
	c.- Desarrollo de la legislación de naturaleza procesal, como consecuencia de las experiencias de la lucha contra la delincuencia organizada, se adoptan normativas que apuntalen procesos orientados a la cooperación internacional y la asistencia judici...
	d.- El momento actual podría configurarse como proceso de consolidación de las medidas antes indicadas y por la incorporación de mecanismos más específicos de esas actuaciones en la cooperación internacional sobre todo en tres importantes aspectos: la...
	1. Un primer momento de la legislación podría caracterizarse por una visión “ingenua”, propia de nuestras condiciones político-culturales asentadas en una postura formal frente a los procesos y problemas. En muchos de los procesos, los estados de la r...
	2.- Una segunda situación refiere a la necesidad de asumir las exigencias de los organismos internacionales que despliegan políticas globales de requerimiento de aplicación de las convenciones. Ello deviene en la adecuación de normativa sustantiva de ...
	3.- Un tercer momento correspondería a la profundización de estrategias internacionales de combate al delito que determinarían la reactivación o celebración de acuerdos bilaterales y multilaterales regionales.
	4.- En la parte final que corresponde a estos últimos años, se actualiza y desarrolla la normativa interna, especialmente de orden secundario, y relacionada con el control, la prevención y la actuación de las autoridades administrativas.
	Este proceso estaría relacionado con sucesos que, además, muestran que el problema del delito adquiere matices de mayor complejidad entre nosotros. Por ejemplo, en algunos países la necesidad de avanzar en la normatividad y asumir de modo más radical ...
	En Perú, para el 2016 se informaba que 1.500 millones de dólares son producto del lavado de activos y existieron 7.000 reportes de operaciones sospechosas; la UIF habría investigado entre el 2007 y 2015 casos de lavado que se estiman alcanzaron 11 mil...
	 Lavado. Su uso refiere a la expresión inglesa norteamericana money laundering y es el término más usado y ha sido legitimado en el Reglamento Modelo de la OEA –CICAD; correspondería a la idea de que el dinero “sucio” se limpia a través del lavado. L...
	 Reciclaje. Palabra derivada del término italiano reciclaggio; esta expresión que corresponde a reciclaje significa reutilización de materiales; correspondería a la idea de que el dinero de origen ilícito se reintroduce al circuito normal de la econo...
	 Blanqueo. Expresión que se usa en España y Panamá; del francés blanchiment o del portugués branqueamento. Connota la idea de que el dinero “negro” es cambiado en su apariencia o, también, al igual que en el lavado, que se lo "limpia";
	 Legitimación. Esta denominación alude que el lavador tiene como propósito legitimar sus activos o bienes de origen ilegal, con la intención de que adquiera condición jurídica de titularidad y adopte derechos sobre los valores o bienes y, hasta tutel...
	 Conversión. En principio pretendería la misma connotación que la legitimación o legalización, sin embargo, varios autores anotan que esta es solo una de las formas mediante las cuales se puede llevar a cabo el delito de "lavado de dinero";
	 Legalización. Esta expresión habría sido utilizada anteriormente por el legislador colombiano que ahora adoptó la denominación de blanqueo de capitales. La crítica a esta expresión corresponde a que no es apropiado utilizar el término "legalización"...
	 Encubrimiento impropio. Que corresponde al tratamiento que en algunos países se da al delito como modalidad de encubrimiento (Argentina, hasta el 2011); algunos estudiosos señalan que esta posición desconoce que el lavado es un delito con entidad pr...
	 Que los activos comprometidos en el delito son aquellos que provienen de delitos (allí radica su origen ilícito);
	 Que el ilícito alude al propósito de dotarles a esos activos de apariencia legítima, es decir, ocultar su origen o legitimarlos;
	 Que la pretensión de legitimación de los activos de origen ilícito opera mediante la introducción o incorporación a la economía formal, legal o lícita.
	 Una primera diferencia permitiría establecer que hay dos consideraciones de base en las definiciones: una que mira al proceso y sus etapas; otra que mira al resultado del proceso;
	 No todos los estudiosos consienten en definir al blanqueo de capitales como un proceso. Algunos lo remiten a una operación o a un conjunto de operaciones (que no necesariamente corresponde al concepto de proceso); otros lo consideran un acto; hay qu...
	 El origen de los activos si bien alude a delitos, no todos admiten todos los delitos como susceptibles de considerarse como precedentes del de lavado. Los organismos internacionales han determinado que éstos sólo corresponden a los graves.
	 Cuando se alude a la incorporación a la economía formal hay definiciones que aluden también a que los bienes retornan al delincuente; en otras concepciones esto no necesariamente debe ser parte de la definición puesto que pueden o no retornar a sus ...
	 Finalmente, para algunos es importante dejar establecido que la incorporación a la economía legal no necesariamente ha de ser permanente y bastas con que tal suceso ocurra aun transitoriamente.
	a) Variaciones en la demanda monetaria que aparentemente no guardan relación con los cambios observados en las variables económicas.
	b) Volatilidad de los tipos de interés y de cambio a raíz de las transferencias transfronterizas inesperadas de fondos.
	c) Mayor inestabilidad de los pasivos y mayores riesgos para la valoración de los activos de las identidades financieras, lo que origina un riesgo sistémico para la estabilidad del sector financiero y la evolución monetaria en general.
	d) Efectos adversos sobre la recaudación tributaria y la asignación de recursos públicos debido al falseamiento de los datos sobre la renta y la riqueza.
	e) Efecto de contagio sobre las transacciones legales debido al temor de los interesados a una posible involucración delictiva.
	f) Otros efectos sobre la distribución propios de cada país o desviaciones del precio de los activos debido a la existencia de «dinero negro»”.222F
	“a. Desvirtúa el funcionamiento de los mercados: se advierte que las operaciones de blanqueo pueden incrementar la demanda de efectivo, desestabilizar los tipos de interés y de cambio, generar competencia desleal y agravar de forma considerable la inf...
	b. Afecta a la credibilidad y por consiguiente a la estabilidad de los mercados financieros. Como ejemplo, se señala que, si un banco se arruina a causa de las actividades del crimen organizado, todo el sistema financiero del país, o de la región, pue...
	Las políticas de debida diligencia, en cuanto pilar fundamental de la prevención de los delitos de lavado de activos y de financiamiento del terrorismo, deben ser aplicadas por los sujetos obligados (personas naturales o jurídicas designadas por la le...
	GAFILAT (ex – GAFISUD)295F , de otra parte, estima que hay algunas actividades detectadas como de alta posibilidad de incidencia por lo que desde el año 2005, con base en un listado de tipologías296F , se posibilita identificar los sectores en los cua...
	1. Lavado de fondos provenientes de defraudación de fondos públicos.
	2. Lavado de fondos a través de casinos.
	3. Explotación y comercialización de oro para financiar terrorismo.
	4. Utilización de productos financieros de las sociedades cooperativas y de las asociaciones mutuales.
	5. Ingreso declarado de divisas desde el exterior para operaciones de cambio.
	6. Transporte transfronterizo de divisas.
	7. Creación de sociedades de inversión.
	8. Transporte clandestino de metales preciosos por frontera.
	9. Utilización de empresas de fachada para apoyar las actividades de lavado de activos (paraísos fiscales).
	10. Uso de empresas de Call-Centers y negocios online para la movilización y ocultamiento de fondos.
	11. Utilización irregular de fondos de pensiones.
	12. Importación de materias primas y maquinaria.
	13. Utilización de entidades sin ánimo de lucro que prestan servicios de educación
	1. Remesas recibidas del Exterior
	2. Exportaciones de Bienes Sobrevalorados
	3. Mercado Cambiario de Divisas
	4. Transporte Transfronterizo de Dinero
	5. Caso Hawala
	6. Lavado de dinero proveniente del delito informático a través de empresas de Transferencias de Fondos
	7. Lavado de Activos provenientes del Narcotráfico a través de Redes Transnacionales
	8. Casa de Remesa
	9. Uso de Subconcesión de Remesas
	10. Uso de cambistas para la colocación del dinero en efectivo
	11. Corrupción y Enriquecimiento ilícito. Sector Reportante: Noticia crimen
	12. Lavado de Fondos Procedentes de la Explotación y Comercialización Ilegal de Oro
	13. Utilización de medios no bancarios para el lavado activos provenientes de una organización delictiva
	14. Uso de Factoring en caso Muebles
	15. Cesión del derecho de adquisición de un bien inmueble, a la finalización de un contrato de leasing financiero inmobiliario para lavar dinero ilícito
	16. Utilización de apoderados o testaferros por parte de proveedores de bienes adquiridos con dinero ilícito, que intervienen en una operación de leasing
	17. Prepagos parciales o totales de obligaciones de leasing con dinero de origen ilícito
	18. Transferencias fraccionadas de dinero ilícito a través de cajeros automáticos
	19. Utilización de comercios pantalla para la colocación de capital ilícito en cuentas de ahorro o corrientes a través de venta ficticias por datafono a clientes con tarjetas internacionales.
	1. Cobrador Fiel
	2. Movimiento Transfronterizo de Dinero
	3. Tarjetaje
	4. Lavado de Activos a través del traslado transfronterizo de dinero.
	5. Recaudador
	6. Creación De Empresas Fachada Para La Recepción de Transferencias del Exterior Provenientes de Paraísos Fiscales
	7. Empresa fachada
	8. La Multitienda
	9. Compañías de Seguros
	10. Lavado de Activos a través de negocios de fachada y el uso de testaferros
	11. Lavado transnacional de activos con tarjetas internacionales a través de casinos
	12. Lavado de activos en juegos de suerte y azar a través de nuevos medios de pago
	13. Pago de premios con recursos provenientes de operaciones de lavado de activos y financiación del terrorismo
	14. Utilización de concesiones de juegos de suerte y azar para lavar activos y/o financiar terrorismo
	15. Importación, venta o alquiler de máquinas Tragamonedas y mesas de juego para lavar activos o financiar terrorismo
	16. Lavado de Dinero a Través de la Comercialización de Oro y Plata de Procedencia Ilícita
	17. Lavado de Activos a través de sociedades de compra y venta de inmuebles
	18. Eje temático 4: Uso de divisas
	19. Ganancias por Arbitraje Cambiario de dinero de origen ilícito (Corrupción, Extorción, y tráfico de estupefacientes) y movimientos disfrazado de dichos fondos mediante supuestas actividades de comercio exterior (Importación/exportación)
	20. Dólar cabo
	21. Lavado de Dinero Proveniente de un Convenio de Cooperación Internacional
	22. Malversación de Fondos Extranjeros
	23. Lavado de Dinero a través de operaciones en Mercado de Capitales
	24. Canalización de ingresos ilícitos obtenidos por la firma de contratos de televisación de eventos deportivos
	25. Lavado de Activos Proveniente del Contrabando y la Evasión Fiscal
	26. Comercio Informal y Ausencia de Respaldos que Sustenten la Generación de Ingresos
	27. Transferencias por exportaciones (comercio exterior) a empresas fachadas mediante sistema SUCRE con documentación falsificada.
	28. La industria del juego en línea “sportbook’s”
	29. Lavado de Dinero, provenientes del Contrabando y Violación de Derecho de Marcas y Otros Hechos Punibles, facilitados por las actividades propias del Comercio Internacional y un sistema de liquidación de Tributos Aduanero/Interno de carácter presunto
	30. Millonarios
	31. Compra de líneas telefónicas en Operadora con activación de “roaming” para comunicaciones en países donde han ocurrido actos terroristas o que tienen vinculación con células terroristas
	32. Beneficiario Final
	Política de conocimiento al cliente o conozca a su cliente: Es política esencial dentro de la prevención de los delitos de lavado de activos y de financiamiento al terrorismo y tiene como objetivo identificar al cliente, su actividad y la finalidad de...
	Con la información recopilada al inicio de la relación comercial, especialmente con la referida a la actividad económica del cliente, de los productos que utilizará y el propósito de su relación comercial, el sujeto obligado debe levantar un perfil tr...
	Para la adecuada aplicación de la política de conocimiento del cliente, los sujetos obligados deben monitorear permanentemente las transacciones de sus clientes para determinar que sus comportamientos se ajusten a los perfiles transaccionales y de rie...
	En razón de la categorización del riesgo de los clientes, el sujeto obligado podrá aplicar, según corresponda, medidas reforzadas o simplificadas de debida diligencia, así los clientes categorizados con una mayor exposición al riesgo deben ser sometid...
	De la misma manera, dentro de la debida diligencia, el sujeto se encuentra obligado a conocer al beneficiario final de las transacciones que se realicen.
	A continuación, se citan algunos casos en los que los sujetos obligados deberían aplicar una debida diligencia ampliada:
	a) Al iniciar la relación comercial con clientes “personas jurídicas” constituidas o domiciliadas en el exterior;
	b) Cuando se tenga duda de que el cliente actúe por cuenta propia o se tenga certeza de que no actúa por cuenta propia;
	c) Si los clientes o beneficiarios de las transacciones provienen o residen en países calificados como no cooperantes o como paraísos fiscales;
	d) En las transacciones no presenciales;
	e) Cuando se trata de clientes que operan en industrias o actividades de alto riesgo;
	f) Al inicio y durante la relación comercial que se mantenga con personas expuestas políticamente;
	g) Si se presume que las transacciones están relacionadas con el terrorismo o de manera general con actividades del crimen organizado; y,
	h) Cuando se realice transferencias o remesas de fondos que no estén acompañadas por una información completa sobre el ordenante y beneficiario, así como de todos los datos de la cadena de pago.
	Política de Conocimiento del empleado: en todos los sujetos obligados es obvio que los empleados tienen un papel relevante en la ejecución de los procesos internos y, por lo mismo, tienen significativa incidencia no solo en su eficacia o eficiencia, s...
	En función de las premisas indicadas de modo general, el conocimiento del empleado debe aplicarse tanto a las personas ya vinculadas al sujeto obligado como a aquellos que pretendan pertenecer a la institución, orientando dicho conocimiento a establec...
	El sujeto obligado deberá realizar una actualización periódica de la información proporcionada por sus empleados, así como un análisis de los comportamientos y situación financiera de éstos que le permita establecer si el nivel de vida que mantienen s...
	Política conozca a su corresponsal: Los sujetos obligados mantienen relaciones con un espectro significativamente amplio de otros sujetos. En consideración de las relaciones que deben mantener con sus similares en otras partes de mundo, definidos como...
	Igual que en los casos anteriores, la información deberá ser actualizada y verificada periódicamente.
	Política sobre conocimiento del mercado: El conocimiento del mercado es complementario de la política de conocimiento al cliente. Esta política permite al sujeto obligado conocer el mercado. El conocimiento del mercado tiende a que el sujeto obligado ...
	Como puede verse en los instrumentos de FELABAN298F , los sujetos obligados, para la aplicación de esta política, deben contar con información sobre las industrias o sectores económicos identificados como más propensos a ser incididos por el lavado de...
	La información que se ha mencionado es la que permitirá al sujeto obligado definir las características homogéneas de industrias y mercados, que le permitirán establecer algunos criterios como los de una segmentación de mercado que, a su vez, servirá p...
	Las políticas de prevención que se aplican en la debida diligencia basada en la administración del riesgo, fueron propuestas por el Comité de Basilea en su informe publicado en 2001299F . Allí, el Comité identifica cuatro riesgos asociados a una defic...
	 Riesgo Reputacional: Visto que la naturaleza del negocio bancario se basa en la creación de relaciones de confianza entre la institución y sus depositantes y clientes, así como con el mercado en general, la publicidad o información pública adversa q...
	 Riesgo Operacional: Éste refiere al riesgo asociado con el manejo inadecuado de los programas, procesos y operaciones internas del banco. De modo especial, en las IFIs la certeza del eficaz desarrollo de los procesos y operaciones, de modo especial,...
	 Riesgo Legal: que refiere a la inexistencia de políticas asociadas a la debida diligencia o a su existencia deficiente que conllevan que los bancos y las IFIs queden expuestas, en muchos casos, a demandas millonarias, así como a multas por incumplim...
	 Riesgo de Concentración: Si la IFI desconoce a sus clientes, sus actividades y el origen de sus fondos, así como su relación con otros clientes, con el banco y con otros asociados, será muy probable que no esté en capacidad de determinar su riesgo d...
	 Bancos y empresas de Seguros;
	 Las Bolsas y Casas de valores;
	 Las administradoras de fondos y fideicomisos;
	 Cooperativas de Ahorro y Crédito sin capacidad para captar ahorros del público;
	 Empresas de envío o recepción de remesas (o servicio nacional e internacional de transferencia de dineros y valores);
	 Empresas de correos, courier o encomiendas (incluyendo sus operadores, agentes y agencias);
	 Empresas o negocios de comercio de Joyas, Metales y Piedras Preciosas;
	 Empresas o sujetos que comercian objetos de arte;
	 Empresas o sujetos dedicados al comercio de antigüedades, monedas y sellos postales;
	 Empresas o sujetos cuya actividad es la comercialización o alquiler de máquinas o equipos;
	 Las personas naturales y jurídicas cuya actividad principal sea la compra venta de vehículos, embarcaciones, naves y aeronaves;
	 Todo sujeto cuya actividad se la compra y venta de divisas o moneda extranjera;
	 Empresas o sujetos cuya actividad sea el otorgamiento de créditos, préstamos, montes de piedad y las casas de empeño;
	 Empresas y sujetos cuya actividad principal310F  sea la construcción y la actividad inmobiliaria;
	 Actividades de casinos y salas de juego, bingos, máquinas tragamonedas e hipódromos;
	 Las fundaciones y organismos no gubernamentales;
	 Las agencias de turismo y operadores turísticos;
	 Los agentes de aduana;
	 Los Martilladores Públicos;
	 Los Notarios;
	 Los Registradores de la Propiedad;
	 Los Registradores Mercantiles;
	 Los abogados;
	 Personas Jurídicas que reciban donaciones o aportes de terceros;
	 Los sujetos supervisados por otros sujetos obligados311F .
	 “Los bancos de los EE. UU lavaron fondos de procedencia ilícita, aceptando depósitos o transferencias electrónicas que bancos extranjeros conocían o debían conocer que eran asociados con tráfico de drogas, fraude financiero u otros delitos.
	 Gestionaron fraudulentas inversiones de “alto retorno financiero” mediante transferencias electrónicas de fondos provenientes de los inversionistas defraudados.
	 Cobraron comisiones por “falsos préstamos” que nunca se materializaron.
	 Facilitaron evasión de impuestos aceptando depósitos de clientes en cuentas corresponsales de bancos en terceros países.
	 Utilizaron casinos virtuales, ilegales en los Estados Unidos mediante la utilización de cuentas corresponsales”. 316F
	a) Remitir dentro de los plazos y términos legales, los reportes exigidos por la ley y en otras normas;
	b) Presentar reportes atendiendo a las instrucciones emitidas por la autoridad de control o la UIF;
	c) Coordinar con la UIF las actividades de reporte, a fin de cumplir adecuadamente las obligaciones del sujeto obligado en esta materia;
	d) Realizar los controles correspondientes sobre las operaciones y transacciones que igualen o superen los umbrales específicos que determine y notifique la UIF para cada sector. Estos controles deberán constituir uno de los insumos para la detección ...
	e) Cooperar con la UIF en la entrega oportuna de la información que ésta solicite, de conformidad con los plazos establecidos en la ley. La negativa o retraso en la entrega de la información, dará lugar al inicio de las acciones administrativas y lega...
	f) Comunicar en forma permanente a todo el personal del sujeto obligado, acerca de la estricta reserva con que deben mantenerse los requerimientos de información realizados por la UIF, de conformidad con lo previsto en la ley; y,
	g) Planificar y coordinar la capacitación para el personal del sujeto obligado en relación a las disposiciones legales y reglamentarias, así como manuales, políticas y procedimientos internos, en materia de prevención y detección de lavado de activos ...
	“a) Obligación de identificación. Se ha de identificar a los clientes en el momento de entablar relaciones de negocio, y conservar los documentos de identificación y otros.
	b) Obligación de colaboración. Cabe incluir aquí la obligación de examen de las operaciones que puedan estar vinculadas al blanqueo de capitales; la obligación de comunicar las operaciones sospechosas; la obligación de facilitar al SEPBLAC la informac...
	c) Establecimiento de medidas de control interno y de medidas de formación del personal al servicio de las entidades.
	d) Obligación de declarar el origen, destino y tenencia de los fondos cuando realicen determinados movimientos de medios de pago, tal y como se especifica en el Reglamento”.328F
	1. Si las personas de las que se reportan operaciones, tienen antecedentes penales, y la suma de la operación financiera reportada es grande o muy fuera de lo común;
	2. Si en la operación está involucrado un intermediario sospechoso (abogado, contador, 0 institución financiera);
	3. Cuando la operación parece haberse realizado a nombre de un tercero distinto del beneficiario final, lo que indicaría un intento de evadir el escrutinio oficial;
	4. Si la operación es de un monto mayor que el que se esperaría para esa persona en particular, teniendo en cuenta sus ingresos;
	5. Si el investigador ya posee inteligencia sobre el individuo del ROS (u otros informes); y,
	6. Si la referencia de la UIF detalla numerosos informes de operaciones sospechosas de una o más entidades informativas.
	 La inexistencia de normativa que penalice el lavado de dinero que proviene de los delitos graves o la limitación de la infracción para reducir los delitos precedentes;
	 Reglas rígidas de secreto bancario que obstruyen las investigaciones policiales o que prohíben o inhiben reportes sobre transacciones de gran valor y / o reporte de transacciones sospechosas o inusuales;
	 La falta de requisitos o la insuficiencia de conocimiento sobre el cliente para abrir cuentas o realizar transacciones financieras, incluyendo el uso permitido de apreturas de cuenta anónima, cifradas, o cuentas de fideicomiso;
	 Inexistencia del requisito de revelar el beneficiario efectivo de una cuenta o el verdadero beneficiario de una transacción;
	 La falta de control eficaz de los movimientos transfronterizos de divisas;
	 Omisión del requisito de mantener registros financieros durante un período específico de tiempo;
	 No existe un requisito obligatorio de reporte de transacciones sospechosas, o un patrón de informes inconsistentes bajo un sistema voluntario, y la falta de directrices uniformes para la identificación de transacciones sospechosas;
	 El uso de instrumentos monetarios al portador;
	 Frágiles sistemas financieros no bancarios, especialmente donde la regulación, supervisión y monitoreo están ausentes o son laxos;
	 Facilidad de incorporación, en particular, en régimen de transferencia de propiedad a través de títulos nominados o acciones al portador, o donde las empresas pueden ser adquiridas fuera de la plataforma financiera;
	 Inexistencia de Unidad de Inteligencia (UIF) para recibir, analizar y difundir a las autoridades competentes información sobre el operaciones de gran valor, sospechosas, o las transacciones financieras inusuales que podrían identificar posibles acti...
	 Control es deficientes o reguladores bancarios débiles, o inaplicación de reglas como los "Principios Básicos para una supervisión bancaria eficaz", del Comité de Basilea, sobre todo en jurisdicciones en las que es muy escaso o limitado el control d...
	 Favorecimiento a centros financieros offshore o a sistemas bancarios de paraísos fiscales, especialmente jurisdicciones en las que dichos bancos y cuentas pueden ser fácilmente establecidos con las investigaciones mínimas de antecedentes;
	 Extensas operaciones bancarias en el extranjero, especialmente donde hay actividad de significativa transferencia bancaria o varias sucursales de bancos extranjeros, o la autoridad de auditoría está limitada en relación a los bancos o instituciones ...
	 La existencia de jurisdicciones donde las organizaciones benéficas o los sistemas de transferencia de dinero o valor que tienen naturaleza no regulada y supervisada, se utilizan como vías para el lavado de dinero o financiación del terrorismo;
	 La limitada capacidad de la autoridad para el embargo o confiscación de bienes;
	 Baja formación de los investigadores o los reguladores en materia de narcóticos, lavado de dinero y delincuencia financiera;
	 Jurisdicciones con zonas de libre comercio donde hay poca presencia gubernamental u otra autoridad de control;
	 Los patrones de la corrupción oficial o una actitud de laissez-faire hacia las comunidades empresariales y bancarias;
	 Las jurisdicciones donde el dólar es fácilmente aceptado, especialmente jurisdicciones donde los bancos y otras instituciones financieras permiten a los depósitos en dólares;
	 El acceso a los centros de comercio de lingotes de oro internacionales en Nueva York, Estambul, Zurich, Dubai, Mumbai;
	 Jurisdicciones donde existe comercio significativo o exportación de oro, diamantes y otras piedras preciosas;
	 Jurisdicciones con grandes economías de mercado paralelo o negro;
	 Limitada o nula capacidad de compartir información financiera con las autoridades policiales extranjeros.
	VELASCO NÚÑEZ aborda el tema como “métodos complementarios a los convencionales”374F  y empieza por referir que son varios a los cuales los clasifica así:

	- intrusivos (infiltración en la Red criminal a través de agentes encubiertos, obtención de información a través de la interceptación de las comunicaciones con el uso de programas espía -v. gr. e-blasters y otros monitorizadores a distancia como los t...
	- coercitivos (entradas y registros, detenciones, comiso de ordenadores);
	- disuasorios (uso de delatores y confidentes para los ataques informáticos realizados en grupo organizado);
	- cooperacionistas (la figura del "enlace" con las empresas telefónicas, proveedoras de acceso y prestadoras de servicio de Internet);
	- preventivos (campañas informativas, medidas de restricción del uso de Internet, Auto judicial de alejamiento informático, etc.); e, incluso,
	- legislativos (que específicamente regulen los métodos intrusivos y en concreto la intervención y registro de comunicaciones telemáticas).
	1. estricto respeto a los márgenes de proporcionalidad que el Estado de Derecho exige y prevea las exigencias legales determinadas para intervenir en un derecho fundamental;
	2. actúe solo en casos evaluados profundamente sobre los intereses jurídicos en peligro, que deriven en la necesidad de actuación;
	3. que solo se actúe en casos de acciones criminales preexistentes;
	4. que solo intervenga un miembro activo de la policía;
	5. que no se dirija contra sujeto que antes no esté resuelto a delinquir o haya delinquido; y,
	6. el agente tome precauciones para que el bien jurídico no sea afectado483F .
	a) Procedimientos para la aprobación del presupuesto nacional;
	b) La presentación oportuna de información sobre gastos e ingresos;
	c) Un sistema de normas de contabilidad y auditoría, así como la supervisión correspondiente”.
	a) el desarrollo de políticas, procedimientos y controles internos, incluyendo acuerdos apropiados de manejo del cumplimiento y procedimientos adecuados de inspección, para asegurar elevados estándares a la hora de contratar a los empleados;
	b) un programa continuo de capacitación a los empleados; y
	c) una función de auditoría independiente para comprobar el sistema”.
	a) el establecimiento de procedimientos que aseguren un alto nivel de integridad del personal y un sistema para evaluar los antecedentes personales, laborales y patrimoniales del mismo;
	b) programas permanentes de capacitación del personal, tal como "conozca su cliente" e instruirlo en cuanto a las responsabilidades señaladas en los Artículos 16 al 19 de este Reglamento;
	c) mecanismos de auditoría acordes con las normas para prevenir y detectar el lavado de activos, para verificar el cumplimiento de los programas, normas, procedimientos y controles internos. La auditoría podrá encomendarse a una firma auditora externa...
	Como lo señala CANO, los objetivos de la auditoría forense en la lucha contra el lavado de activos es lograr identificar los responsables de las operaciones a efectos de informar o proveer datos de prueba a las entidades competentes; procura impedir l...
	Los auditores, en función preventiva, deben llevar a cabo pruebas de las transacciones a fin de verificar y asegurar que se cumplen las regulaciones; deben ejecutar auditorías sorpresivas a los empleados de las instituciones o empresas para evaluar su...

	1.- Los de orden material: refieren a las trabas objetivas que es posible se creen o instalen para impedir la detección del delito y están derivadas de la natural necesidad del ocultamiento o de la existencia de medios como los paraísos fiscales;
	2.- Los intelectivos: relacionadas con la obstrucción a la posibilidad de encontrar los datos aun teniendo cierta información;
	3.- Los institucionales: que se derivan del control o penetración e incidencia en las instituciones de investigación y, hasta de juzgamiento;
	4.- Los prácticos o conductuales: relacionados con los individuos que por conveniencia o temor se resisten a dar información; y,
	5.- Los de orden tecnológico: que refieren al uso de los recursos que la criminalidad está en posibilidad de adquirir en el mercado, o crear.
	1.- Que la decisión judicial se base en indicios probados o acreditados material y legalmente en el proceso. Es un requisito de existencia836F  sobre la plena certeza del hecho e indispensable para que la prueba indiciaria sea tomada en cuenta y enerv...
	2.- Pluralidad de indicios: en la prueba indiciaria generalmente estamos ante indicios contingentes839F  ya que no es posible arribar a una conclusión o al hecho conclusivo o indicado a partir de un solo indicio que exige prueba de varios elementos840...
	3.- La pluralidad no es yuxtaposición; y, el “concurso perfecto” que refería MITTERMAIER, es posible si los indicios son concordantes y convergentes, cualidades que dan consistencia a la prueba indiciaria e implican, de una parte, que todos los indici...
	4.- Que la prueba esté exenta de contraindicios846F ; éstos, para que debiliten la fuerza probatoria de los indicios no han de poder descartarse razonablemente; si los contraindicios son hechos indicadores que permiten una inferencia contraria a la de...
	5.- Debe permitir obtener una inferencia lógica, razonada y debidamente respaldada. LEAL MEDINA dice que la decisión judicial basada en prueba indiciaria, ha de señalar, primero, los indicios o hechos básicos que obran en la causa y se estiman plename...
	6.- Establecer una conclusión precisa, firme, concreta, que sea segura y basada en el pleno convencimiento del juez, como dice DEVIS ECHANDÍA850F  refiere a que, las inferencias permiten arribar a una conclusión, y no admiten más de una o descartan ot...
	7.- Otro elemento determinante de la eficacia de la prueba indiciaria refiere a su conducencia852F . LEÓN DEL AMO dice que “… el indicio tiene que ser conducente respecto al objeto controvertido. La conducencia del medio es una aptitud legal y su méri...
	8.- Los indicios deben establecer un nexo real y cierto con el hecho controvertido857F  en el que “…es indispensable que la relación de causalidad aparezca clara y cierta, respecto de cada indicio en particular y con mayor razón de su conjunto…” y el ...
	Sin embargo, en tales nexos no se debe desdeñar las relaciones condicionales. Las condiciones, si bien no pueden originar directamente un nexo causal, sin embargo, “…acompañando a las causas en determinadas circunstancias de lugar y tiempo e influyend...
	9.- Los indicios deben ser periféricos. La prueba indirecta también se llama circunstancial “…atendiendo al sentido semántico que refiere a lo derivado de circum y stare, que implica “estar alrededor”, y ónticamente, no ser la cosa misma, pero sí esta...
	10.- Finamente, la prueba indiciaria debe ser jurídicamente válida870F . AZULA señala la necesidad de que la prueba atienda las exigencias normativas y su obtención corresponda a acto sin vicio como la fuerza, el dolo, o el error, tanto al momento de ...
	 Cantidad de dinero afectada o importancia de la cantidad de dinero blanqueada;
	 Cauces poco usuales en operaciones lícitas por los que se hace circular;
	 Recurso a dinero metálico; naturaleza y características de las operaciones económicas que coinciden con uso abundante de metálico;
	 Existencia de sociedades pantalla o entramados financieros que apoyen actividades ilícitas;
	 Ocultación de la procedencia. Actividades para ocultar la fuente o la propiedad de los bienes maquillando el origen;
	 Intervención de personas distintas al titular. Ocultación del verdadero titular;
	 Colocación en el sistema financiero a través de intermediarios;
	 Sucesión de operaciones y movimientos no justificados racionalmente. Integración o retorno al circuito financiero legítimo, confundido o mezclado con otras actividades lícitas del sistema financiero como la compra de bienes;
	 Relación de quien aporta el dinero o de otras personas implicadas con operaciones ilegales por alguna vía. Vinculación de los autores con actividades ilícitas o grupos relacionados con ellas875F .
	1.- En el ámbito económico-financiero: el aumento considerable e inexplicable de riqueza; la concentración del control y la responsabilidad total las transacciones financieras; la apertura de cuentas bancarias con nombres ficticios; la aceptación de d...
	2.- En el ámbito administrativo: evadir la obligación legal de reportar sus finanzas y ocultar el monto u origen de los ingresos; el uso de grandes sumas de dinero en efectivo; el manejo directo de los asuntos para evitar hacer registros; ocultar la t...
	3.- En el ámbito contable: ejercer el control y la responsabilidad total de libros, registros y transacciones financieras; llevar doble contabilidad y duplicar los estados financieros; reportar todos los ingresos de una fuente, parciales de otra o nin...
	4.- En el ámbito judicial-procesal: ejercer influencia sobre los testigos mediante amenazas, intimidación o precio; sobornar o intentar sobornar a un agente; retener o destruir registros, cuando se le solicite proporcionarlos; hacer una confesión o ad...
	1.- El principio de seguridad jurídica, que corresponde a “la certidumbre de que se puede contar con reglas de derecho, con su igual aplicación, y en determinados supuestos creados o calificados por el Derecho (…) con los derechos adquiridos y su prot...
	2.- El principio de legalidad, que impone a la autoridad pública actuar dentro del marco de las expresas facultades conferidas por la norma y, por lo mismo, le impide o prohíbe usar la discrecionalidad dentro del proceso y en relación con el ejercicio...
	3.- El principio de tutela judicial efectiva, que implica el acceso gratuito a la justicia, la pretensión de que nadie en ningún caso quede en indefensión, que los jueces deben decidir siendo independientes, imparciales y competentes, la actuación tut...
	4.- En concordancia con el anterior y como aspecto medular del debido proceso, está el principio de gratuidad de la justicia, que supone que no se ha impedir la defensa por razones de imposibilidad económica del encausado para sufragar costos o gastos...
	5.- El principio de presunción de inocencia que constituye otro pilar del derecho procesal penal y tiene el efecto indubitable de revertir la carga de la prueba a la parte acusadora943F . Este principio es de enorme trascendencia en el juzgamiento del...
	6.- Indisolublemente a los principios anteriores (y constituyendo aspectos de la misma garantía jurídica) está el principio de defensa, que implica el derecho a oponerse a las pretensiones del ius puniendi estatal haciendo uso y teniendo acceso a toda...
	7.- El principio de libertad probatoria, opuesto al de la prueba legal (inquisitorial) que permite a las partes y especialmente al encausado no solo tener la posibilidad de actuar prueba que estime necesaria y conveniente a sus intereses, sino escoger...
	8.-El principio de prohibición de doble juzgamiento por la misma causa o non bis in ídem (o ne bis in ídem, como también lo denominan) que implica la prohibición de doble juzgamiento e imposición de dos o más sanciones por la misma causa (directamente...
	9.- El In dubio pro reo que, además de la imperativa aplicación de toda norma beneficiosa al encausado o sentenciado, en armonía con el de presunción de inocencia, obliga a la acusación a probar satisfactoriamente su acusación, determinando que el des...
	10.- El principio de impugnabilidad o de doble instancia, que pretende garantizar a las partes no ser afectadas por el error judicial mediante la existencia de más de una oportunidad de conocimiento y apreciación de lo que es objeto del juzgamiento, a...
	11.- El principio acusatorio que introduce aspectos relevantes como el derecho a ser informado previamente de la acusación (a fin de impedir indefensión sobre todo sobre la prueba que ha de actuarse e introducirse al proceso), separa al órgano investi...
	12.- El principio de igualdad de armas, que en un proceso interpartes destruye la inquisitorial supremacía de la parte acusadora-juzgadora y posibilita una defensa y actuación más equilibrada de las partes procesales y materializa en el proceso penal ...
	13.- El principio de contradicción o de audiencia, que implica que nadie puede ser condenado sin ser oído. El principio no se limita a lo que su consagración literal determina y se extiende más bien a sus implicaciones o consecuencias que refieren a l...
	14.- El principio de concentración que impide la dispersión de la actividad probatoria y, por lo mismo, la posibilidad de afectar la defensa por la dilación o impedimentos accidentales causados por el retardo o la dispersión en ella952F , garantía que...
	15.- El principio de inmediación, que obliga a la presencia judicial en la recepción de la prueba a fin de que sea su relación directa (sensorial e intelectiva) la que permita apreciarla y admitirla y reduzca la posibilidad de error en su valoración95...
	16.- El de la libre valoración de la prueba, que debe entenderse como la posibilidad racional o intelectiva del juez de apreciar los nexos entre las pruebas y entre éstas y las normas, a fin de motivar su decisión observando los otros parámetros menci...
	17.- El de oportunidad que corresponde a la necesidad de que toda prueba deba ser anunciada a tiempo de modo que la defensa esté en condiciones de analizarla y preparar la contradicción que fuere del caso955F ;
	18.- El de investigación formalizada de la verdad, que, si bien requiere aún ciertas determinaciones jurídicas en exigencia a la actuación de la acusación y de la judicatura, precautela al encausado de la pretensión de encontrar la verdad a cualquier ...
	19.- El de aportación, que rige respecto de la introducción de los hechos que se ejecuta a través de actos de aportación fáctica, proposición y ejecución de la prueba957F ;
	20.- El de oficialidad, que obliga al Estado a investigar y perseguir el delito y que, por la misma razón de que hace uso de la potestad pública y del ius puniendi, debe observar con rigor los que impone el Estado constitucional de derechos;
	21.- El de pertinencia, que determina que las pruebas han de referirse al objeto o materia del proceso penal, es decir a la infracción, sus consecuencias y la responsabilidad penal958F ;
	22.- El de publicidad que obliga a las actuaciones o diligencias judiciales públicas (son perjuicio de las excepciones) cuyo propósito es que no exista, en lo posible, nada que no pueda ser valorado por las partes y la sociedad, en aras de la transpar...
	23.- El de libre circulación de pruebas en el proceso penal, que obliga (en el marco de la cooperación internacional o de actuaciones procesales en otros estados) a admitir como prueba válida solo la que ha sido obtenida de modo legal y sin violación ...
	24.- El de prohibición de utilización de métodos probatorios ilícitos, que en correspondencia con el anterior refiere a que no se puede admitir como prueba válida ninguna que viole no solo las exigencias procesales sino las garantías o los derechos fu...
	25.- El de lealtad procesal y buena fe, que obliga a sancionar “…especialmente la prueba deformada, todo modo de abuso del derecho, el empleo de artimañas y procedimientos de mala fe para retardar indebidamente el progreso de la litis”. y a “La parte ...
	26.- El de intimidad que protege los datos de las personas e impide su indebida o ilegal utilización salvo para los casos de juzgamiento963F .
	- Es un derecho de libertad o de defensa frente al Estado (que consagra la necesidad de limitar el poder estatal993F , en cuanto expresa el sentido ideológico que se contrapone a la voluntad de dominio como hegemónica en el proceso penal);
	- Tiene estatus de garantía que goza de jerarquía y fundamento constitucional;
	- En tanto garantía de jerarquía constitucional, está relacionado directa e íntimamente con principios jurídicos como el de seguridad jurídica, del debido proceso, de tutela judicial efectiva, presunción de inocencia, de defensa, entre otros;
	- Se constituye y fundamenta en consideración a la persona (a su dignidad) antes que a las cosas y los hechos;
	- En cuanto derecho, es colateral al derecho a la seguridad jurídica; y,
	- Es un derecho que admite ser regulado solo mediante ley (principio de reserva de ley)994F .
	 El derecho a ser asistido por un defensor de confianza o de oficio;
	 El derecho a un defensor con conocimientos jurídicos y experiencia que exija el caso;
	 El derecho a un defensor que pueda ejercer libremente la abogacía;
	 El derecho a un defensor que cumpla con los deberes de la deontología forense;
	 El derecho a conocer de la existencia del proceso y la imputación necesaria;
	 El derecho a los medios necesarios para preparar su defensa;
	 El derecho al tiempo necesario para preparar su defensa;
	 El derecho a postular los hechos que forman la defensa material;
	 El derecho a probar los hechos que forman la defensa material y a presentar contraprueba respecto de los fundamentos fácticos de la imputación;
	 El derecho a presentar los argumentos que forman la defensa técnica;
	 El derecho a que la defensa material, la prueba, los argumentos de defensa técnica sean valorados o tratados por el juez en la sentencia.
	Un relevante aspecto del derecho que referimos, corresponde a la consecuencia o trascendencia que tiene el silencio en el ámbito probatorio. Si la presunción de inocencia ha de tener alguna relevancia probatoria cuando admite la posibilidad de que el ...
	Sin embargo, debe hacerse una necesaria distinción con relación a las diligencias de investigación que se ejecutan antes del inicio del proceso. Con mucha certeza, el Tribunal Supremo Español, en su Sentencia de 12 de marzo de 2014 (D. JUAN RAMÓN BERD...
	De otra parte, la actuación de prueba anticipada, sin embargo, de su admisión legal en los actuales procesos civiles y penales, no está exenta de objeciones. En el ámbito procesal penal, por lo mismo que ha quedado mencionado, se sostiene que aludir a...
	En general, se puede asumir que pruebas preconstituidas son las que se forman con anterioridad a un proceso, pero, si se han realizado cumpliendo la exigencia del régimen jurídico, tienen la misma eficacia que las formadas dentro de él. En el régimen ...
	En el caso ecuatoriano, no se hace diferencia entre prueba anticipada y preconstituida, por eso las normas que aluden a las posibilidades de actuaciones previas al proceso y se refieren a prueba anticipada, se han de considerar como casos de prueba pr...
	Ya se mencionó que no siendo posible reproducir los actos o impedir la alteración de aspectos de la realidad, la finalidad de la prueba anticipada es poder trasladar las fuentes y medios de prueba al proceso para la valoración judicial, cuando sea nec...
	Sin embargo, URBANO deja en evidencia que la prueba anticipada puede tener varios conflictos como el que se produciría en el caso de las declaraciones de los informantes y agentes encubiertos que deben ser protegidos y no pueden ser develadas sus iden...


